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I.

(1)  CORTÉS DOMÍNGUEZ, V. define al recurso como «el acto procesal de parte que frente a una reso-
lución impugnable pide la actuación de la ley a su favor» (Derecho Procesal Civil. Parte General, 9.ª
edición, Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 2017, p. 345); y BONET NAVARRO, A., lo hace como «el
acto (de) parte ordenado a combatir (impugnar) una resolución judicial que le afecta desfavorable-
mente y que aún no es firme, pidiendo un examen de la misma por el mismo órgano que la dictó o
por otro funcionalmente superior, cuando está previsto por la ley» (Los recursos en el proceso civil,
Ed. La Ley, Madrid, 2000, p. 19).

CONCEPTO, FUNDAMENTO Y FINALIDAD DEL RECURSO

I. No resulta difícil definir qué es un recurso dentro de nuestro sistema procesal civil.
Se trata de un medio legalmente establecido a través del cual un litigante impugna una
decisión adoptada durante el proceso por el Juez o el Letrado de la Administración de
Justicia y solicita su sustitución por otra que le sea más favorable (1). Como en toda defi-
nición, en ella encontramos los elementos identificativos del concepto: quién puede
recurrir, qué se puede recurrir o la finalidad buscada por el recurso. Cada uno de estos
aspectos se irán desarrollando con detalle más adelante, pero lo primero que se debe
destacar es que el recurso implica la revisión de una decisión —procesal o de fondo—
que una parte considera perjudicial para sus intereses, y pide que se la sustituya por otra
que le beneficie más.

Se puede decir que en la actualidad vivimos en una sociedad caracterizada por
una «cultura de la queja», una de cuyas modalidades es el recurso, que sería una
especie de «queja formalizada», por cuanto se inserta dentro de un proceso y debe
realizarse a través de un cauce predeterminado. Cualquier decisión ajena que nos
disgusta o de la que no participamos se desea cambiar, y la imposibilidad de hacerlo
se considera una injusticia. El recurso sería pues imprescindible para asegurar la
justicia de una medida, dado que permite la reconsideración de lo decidido. Este
planteamiento obliga a analizar con detenimiento el fundamento del recurso, puesto
que todo lo que se relacione con la justicia es relevante desde el punto de vista del
proceso.

II. Las instituciones procesales, en mayor o menor medida, encuentran su fun-
damento o justificación en tres grandes valores: la justicia, la economía procesal y
la seguridad jurídica. Todos ellos se encuentran presentes en los grandes conceptos
acuñados en el ámbito del Derecho Procesal. Así sucede también con la figura del
recurso.

21



En primer lugar, la posibilidad de recurrir una decisión permite analizar si ésta
resulta acertada o no, es decir, si es o no justa; dicho de otro modo, si se ajusta o no
a lo que la ley prevé para el caso o la situación de que se trate. Lo que está detrás
de la figura del recurso es la constatación de la falibilidad humana, el riesgo de la
comisión de un error. Si estuviera garantizado que toda decisión que se adopta en
un proceso es la correcta, carecería de sentido la existencia de recurso, porque la
justicia nunca padecería. Pero desgraciadamente no es así, y por eso se ve como
algo lógico, e incluso necesario, la existencia de los recursos. La cuestión estriba en
determinar hasta dónde debe llegar esa posibilidad, esto es, si la ley debe permitirla
siempre, o si caben casos en que resulta razonable admitir que una decisión pueda
no ser revisada.

Evidentemente, dependiendo de la relevancia de lo que se impugne, el estable-
cimiento de un recurso estará más o menos exigido por el valor justicia. No es lo
mismo que no se permita recurrir una diligencia de ordenación cuyo contenido se
limita a tener por realizado un determinado trámite procesal, a que se imposibilite
el recurso contra una sentencia condenatoria. Incluso se podría pensar que una
excesiva permisividad en materia de recursos, admitiendo recurrir todo —e incluso
con varios niveles de decisión— podría terminar afectando a la propia justicia, al
demorar la resolución final e impedir que ésta se realice en un tiempo razonable.
Por lo tanto, como en tantas otras ocasiones, hay que ponderar los valores en juego
y evitar que un exceso de celo termine dificultando el que se alcance lo que resulta
verdaderamente relevante.

En segundo lugar, también la recurribilidad de las decisiones está estrechamente
relacionada con la economía procesal. Se establecen recursos para depurar las deci-
siones equivocadas, evitando así que el procedimiento adolezca de algún defecto
que, al apreciarse en un momento posterior, podía obligar a retrotraer las actuacio-
nes y a reiterar lo ya realizado. Por otra parte, el recurso también permite que se
sienten criterios uniformes por los tribunales superiores, con lo que resultarán más
predecibles las decisiones futuras y eso a su vez probablemente producirá una dis-
minución del número de litigios, dado que no tiene sentido iniciarlos cuando están
abocados al fracaso conforme a la jurisprudencia fijada por aquellos. Por ambos
motivos se puede afirmar que el recurso favorece la economía procesal, y encuentra
en ella una parte de su razón de ser.

Ahora bien, al igual que señalábamos al tratar del valor justicia, no parece lógico
que la inflación de recursos previstos termine obstaculizando el normal desarrollo
del proceso, porque eso iría precisamente contra la propia economía procesal. Hay,
pues, que articular medidas adecuadas para que, permitiendo la impugnación
cuando sea preciso, ésta no sirva para impedir que el litigio termine en un plazo
razonable.

Por último, en lo que respecta a la seguridad jurídica, el recurso también favorece
el cumplimiento de ese valor al permitir, como ya se ha señalado, que se unifique

Eficacia procesal y recursos ordinarios y extraordinarios en el proceso civil

22



(2)  GUASP DELGADO, J., sostiene que lo que busca el recurso (que él denomina «proceso de
impugnación») es la «depuración» del resultado al que se ha llegado en una decisión procesal,
porque «siempre pueden plantearse dudas en torno a sus calidades intrínsecas, especialmente
en torno al problema de si tal decisión es, en efecto, el mejor resultado que podría conseguirse,
en vista de los términos a que se refiere» (Derecho Procesal Civil, 2.ª ed., Instituto de Estudios
Políticos, Madrid, 1961, p. 1322). Posteriormente explica el porqué del propio término
«recurso», que encuentra su justificación al pretenderse con él «que se vuelva a trabajar sobre
la materia procesal, ya decidida, para que su nuevo curso permita depurar la exactitud o ine-
xactitud de las conclusiones procesales primariamente obtenidas» (op. cit., p. 1323).

II.

la interpretación de las normas jurídicas, posibilitando un criterio uniforme que
genera una predictibilidad que interesa tanto a los ciudadanos como al conjunto de
los órganos judiciales.

En definitiva, que la existencia de recursos en un sistema procesal civil se con-
sidera perfectamente justificada y razonable, y es más bien su ausencia, sobre todo
en relación con determinadas resoluciones, la que podría plantear problemas de
fundamento. Sobre esta cuestión ahondaremos cuando se analice la relación exis-
tente entre el derecho a recurrir y el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva
recogido en el art. 24.1 CE.

III. La finalidad del recurso, es decir, el fin que busca, a lo que tiende, es clara:
cambiar lo decidido y sustituirlo por algo distinto que le resulte más favorable al
recurrente (2). Aquí ya aparece uno de los requisitos necesarios para poder plantear
un recurso, que es el gravamen: sólo quien se ve perjudicado por una decisión, tiene
sentido que la impugne. Cuestión distinta será determinar qué parte de la resolución
le puede deparar un perjuicio; pero, al margen de eso, si una decisión le resulta
completamente favorable a alguien, no parece razonable que se le permita impug-
narla, porque carecería completamente de causa que justifique tal conducta.

Este punto es importante mencionarlo porque, aunque resulte algo contradicto-
rio y quizá poco imaginable, podría darse el caso de que un litigante recurra una
decisión que a todas luces le beneficia (si le deparara algún perjuicio, aunque el
fallo le fuera favorables, ya existiría una justificación impugnarla). Entonces habría
razones suficientes para inadmitir —o desestimar, si no se inadmitió inicialmente—
dicho recurso, porque carecería de causa y, probablemente, escondería un fraude
procesal que el sistema no puede aceptar.

EL ARTÍCULO 24.1 DE LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA Y EL DERECHO A
RECURRIR

I. Como hemos señalado anteriormente, a nadie repugna que el ordenamiento
procesal prevea la posibilidad de recurrir las decisiones que se adoptan durante el
transcurso de un litigio. La cuestión es si tal posibilidad ha de ser discrecional del
legislador, que decidiría qué resoluciones son recurribles y cuáles no, o si es una
obligación que le viene impuesta por el texto constitucional, al configurarse como
un derecho del ciudadano que se relaciona con el Estado constituido en Adminis-
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tración de Justicia. Dicho de otro modo: cabe plantearse si el ciudadano tiene dere-
cho o no a reclamar al Estado la regulación de la posibilidad de recurrir toda decisión
que se adopte en el ámbito de los procesos, al estar en juego —al menos en alguna
medida— la justicia de la decisión.

Utilizando términos más jurídicos, lo que se cuestiona aquí es si el derecho al
recurso es un derecho fundamental del justiciable, recogido —expresa o tácitamente
en la Constitución— que, en consecuencia, ha de ser obligatoriamente respetado
por el legislador y por el Juez, o si, por el contrario, estamos ante un derecho de
configuración legal —no, por tanto, de raíz constitucional—, del que sólo se dispone
si el legislador ha decidido otorgarlo para un caso concreto.

II. La respuesta a esta cuestión solo puede encontrarse en el propio texto cons-
titucional. Evidentemente, los redactores de la Constitución podrían haber estable-
cido el derecho al recurso —total o parcialmente, es decir, solo para alguna reso-
lución en particular, por ejemplo, las sentencias— como un derecho procesal autó-
nomo, como lo es el derecho a la prueba, o a un proceso sin dilaciones indebidas,
o al juez ordinario predeterminado por la ley. Sin embargo, decidió no hacerlo así,
y por ello no encontramos en el elenco de derechos procesales del art. 24.2 CE
ninguna referencia a un «derecho al recurso».

Cabía, no obstante, una segunda opción: que el derecho al recurso se conside-
rara como parte del contenido esencial del «derecho a obtener la tutela efectiva de
los jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que,
en ningún caso, pueda producirse indefensión», consagrado en el art. 24.1 CE. De
hecho, en este apartado han encontrado cobijo muchos derechos del ciudadano
frente al Estado jurisdicente, a pesar de no estar mencionados expresamente en el
apartado 2 de dicho precepto, como el derecho a acceder a los tribunales, a obtener
una sentencia motivada y congruente sobre el fondo del asunto, a que dicha sen-
tencia sea ejecutada, o a que se adopten las medidas cautelares necesarias para
permitir una eventual ejecución.

La decisión acerca de si el derecho a la tutela judicial efectiva engloba o no el
derecho al recurso quedó, pues, en manos del órgano que, en nuestro sistema cons-
titucional —siempre que no exista una ley orgánica que lo desarrolle (art. 53.1 CE)—,
determina el  contenido  esencial de los  derechos fundamentales: el Tribunal
Constitucional. Y desde las primeras sentencias que abordaron esta cuestión, el
citado Tribunal decidió que el ciudadano no tenía un derecho fundamental al
recurso, y que sólo podía hacer uso de aquellos recursos que expresamente el legis-
lador haya previsto en las diferentes leyes procesales.

III. Así pues, existe sobre esta cuestión una doctrina del Tribunal Constitucional
que se ha mantenido invariable a lo largo de todos estos años. Así, por ejemplo, la
STC núm. 3/1983, de 25 de enero, resolviendo sobre si existía o no discriminación
al exigirse a los empresarios una consignación para poder recurrir en la casación
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laboral que no se le pedía a los trabajadores, ya apuntaba lo que configura la doctrina
constitucional sobre ese punto. En concreto, esta sentencia señalaba en su funda-
mento jurídico 1 que:

Lo más importante de destacar del anterior texto es este último inciso: el derecho
al recurso formaría parte del derecho al proceso debido si está legalmente estable-
cido; si no, no. Y dicha sentencia remachaba en su fundamento jurídico 4:

Es decir, que dado que la Constitución no obliga a que exista un recurso —en
este caso, en el orden jurisdiccional laboral—, el ciudadano solo tiene el derecho a
recurrir una decisión si así se lo concede el legislador ordinario. Además, éste tam-
bién puede configurar libérrimamente dicho recurso, estableciendo los requisitos
que permiten acceder a la revisión de la decisión.

Como ya se ha señalado, la doctrina constitucional en relación con este punto
se ha mantenido sin fisuras hasta la actualidad. Como botón de muestra, y por men-
cionar una entre muchas, la STC núm. 149/2015, de 6 de julio (fundamento jurídico
3), resume con claridad y precisión la posición del Tribunal Constitucional en mate-
ria de derecho al recurso:

Julio Banacloche Palao

25

«la posible oposición a este último derecho exige pronunciarse tanto sobre el
alcance que posea la garantía al proceso debido directamente reconocida, en el que
indudablemente se comprende el derecho al recurso, cuando éste existe establecido
en la Ley...».

«Analizando la presunta incompatibilidad entre la obligación de consignar el
importe de la condena y el artículo 24.1 de la CE que garantiza a todos el derecho
a la tutela judicial efectiva, debe tenerse presente que este Tribunal viene configu-
rando el alcance del mismo no sólo como un derecho al acceso al proceso de ins-
tancia, sino también a los recursos establecidos en la Ley. Al no existir, sin embargo,
norma o principio alguno en la CE que obligue a la existencia de una doble instancia
o de unos determinados recursos en materia laboral, es evidente que, en abstracto,
es posible la inexistencia de recursos o condicionar los previstos al cumplimiento de
determinados requisitos perteneciendo al ámbito de libertad del legislador establecer
unos u otros en la forma que considere oportuna. Aunque sea conveniente precisar
que a su vez es distinto el enjuiciamiento que pueda recibir una norma según actúe
como impeditiva u obstaculizadora del acceso a la jurisdicción o simplemente como
limitadora de un recurso extraordinario contra una sentencia previamente dictada
en un proceso contradictorio, en el que las partes gozaron de todas las garantías y
medios de defensa legales».

«Debe asimismo recordarse que, con excepción del derecho a la revisión de la
sentencia penal de condena por un tribunal superior, que deriva directamente del
art. 24.1 CE, el derecho a los recursos es de configuración legal: "es competencia
del legislador la configuración del sistema de recursos contra las diversas resoluciones
judiciales, arbitrando los medios impugnatorios que estime convenientes con arreglo
a los criterios de ordenación que juzgue más oportunos, siendo imaginable, posible



En resumen, que para el Tribunal Constitucional: 1) no existe ninguna obligación
constitucional de que exista un recurso contra ninguna decisión, siendo su confi-
guración una decisión libre del legislador; 2) las decisiones sobre admisión o inad-
misión de un recurso son, en principio, una cuestión de legalidad ordinaria, que
queda fuera del alcance revisor del Tribunal Constitucional; y 3) tales decisiones
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y real la eventualidad de que incluso no existan" (STC 120/2009, de 18 de mayo FJ
2). Lo cual significa que, de acuerdo con la STC 37/1995, de 7 de febrero "[n]o puede
encontrarse en la Constitución ninguna norma o principio que imponga la necesidad
de una doble instancia o de unos determinados recursos, siendo posible en abstracto
su inexistencia o condicionar su admisibilidad al cumplimiento de ciertos requisitos.
El establecimiento y regulación en esta materia, pertenece al ámbito de libertad del
legislador" (FJ 5).

Ello permite diferenciar el derecho de acceso al recurso, del derecho de acceso
a la jurisdicción. Mientras que "el derecho de acceder a la justicia no viene otorgado
por la ley, sino por la Constitución misma" (STC 58/1995, de 10 de marzo, FJ 2), el
eventual derecho al recurso no es sólo un derecho de configuración legal; es, sobre
todo, un derecho de creación legal (STC 181/2001, de 17 de septiembre FJ 3). Uno
y otro derecho son, por consiguiente, "cualitativa y cuantitativamente distintos",
según terminante afirmación del Pleno en la citada STC 37/1995, de 7 de febrero,
FJ 5, con especial incidencia en el canon de motivación constitucionalmente exigible.
Así, el hecho de que una resolución judicial niegue la admisión de un recurso contra
una resolución previa no la hace sólo por ello constitucionalmente sospechosa, pues
la inadmisión, por sí misma, no supone la negación del ejercicio de ningún derecho
constitucional. Se trataría de una resolución que —al igual que la que admitiera el
recurso pese a la oposición de la parte recurrida— aplicaría la legislación ordinaria
y que, como tal, no podría ser revisada por este Tribunal, cuya jurisdicción en el
recurso de amparo sólo le permite conocer de violaciones de los derechos funda-
mentales y libertades públicas reconocidas en la Sección Primera del capítulo
segundo del título primero y en el art. 14 de la Constitución [arts. 161.1 b) y 53.2].
El ejercicio de la potestad jurisdiccional, en cambio, corresponde exclusivamente a
los Juzgados y Tribunales (art. 117.3 CE), ante quienes se agotan los juicios sobre
los demás derechos que reconoce el ordenamiento.

Lo anterior no quiere decir que el derecho de acceso a los recursos legalmente
establecidos ex art. 24.1 CE no proteja a los ciudadanos frente a decisiones que
rechacen la admisión de los mismos; pero lo hace cuando esas decisiones son arbi-
trarias en la aplicación del Derecho, irrazonables o incurren en errores fácticos
patentes (ATC 271/2008, de 15 de septiembre FJ 2); una protección que, en los
mismos términos, se da también frente a pronunciamientos judiciales de esas carac-
terísticas que admitan indebidamente un recurso. Según hemos dicho en alguna
ocasión, del mismo modo que "la inadmisión irrazonable o arbitraria de un recurso
legalmente previsto ... lesiona el derecho a la tutela judicial efectiva ... también la
admisión de un recurso que legalmente no procede puede infringir el art. 24.1 de la
Constitución" (STC 187/1989, de 13 de noviembre FJ 2)».



sólo podrían ser controladas por el citado Tribunal si suponen una actuación arbi-
traria, ilógica o irrazonable, o incurren en un error patente.

Sobre este último punto, ya existía doctrina anterior, como se puede observar,
por ejemplo, en la STC núm. 87/1986, de 27 de junio:

A la vista de lo anterior, no puede sorprender que el Tribunal Constitucional haya
negado expresamente —por ejemplo, en su STC núm. 120/2009, de 18 de mayo
(fundamento jurídico 2) que a continuación se reproduce—, la existencia de un
derecho fundamental del ciudadano a recurrir las decisiones judiciales. Según su
doctrina, sólo tiene derecho a que no se le prive del uso del recurso legalmente
previsto, pero no a que la ley prevea dicho recurso:

IV. Llama la atención que, en las numerosísimas sentencias del Tribunal Cons-
titucional que sostienen la doctrina que acabamos de exponer en materia del dere-
cho al recurso, en ninguna se contiene una justificación acerca de por qué el derecho
a recurrir una decisión es una cuestión de creación legislativa y, por consiguiente,
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«Conocida es la doctrina de este Tribunal de que en el ámbito del derecho a la
tutela efectiva de los Jueces y Tribunales que consagra el art. 24.1 de la Constitución
se comprende, por natural extensión, el derecho al recurso y a las diversas instancias
judiciales previstas en las leyes, lo que no obsta para que también se haya dicho que
los requisitos y presupuestos que esas leyes exijan se hayan de cumplir, sin que en
todo caso el cumplimiento de esos requisitos pueda considerarse un obstáculo al
ejercicio de ese derecho fundamental de acceso a la justicia. Solamente, pues,
cuando las exigencias formales (legalmente más intensas en materia de recursos)
obstaculicen de modo excesivo o irrazonable aquel ejercicio, o bien en el caso con-
creto esos requisitos hayan perdido su finalidad, o su incumplimiento pueda con-
vertirse en una falta subsanable, es cuando la inadmisión del recurso puede resultar
desmesurada y vulneradora del derecho fundamental en juego, es decir, del derecho
a obtener una resolución de fondo revisora de la instancia».

«Por el contrario, no existe propiamente un derecho derivado de la Constitución
a disponer de un recurso contra las sentencias absolutorias, de modo que su esta-
blecimiento y regulación pertenecen al ámbito de libertad del legislador (en este
sentido, por todas, SSTC 251/2000, de 30 de octubre, F. 3; 71/2002, de 8 de abril,
F. 3; y 270/2005, de 24 de octubre, F. 3). Sin perjuicio de lo cual también hemos
reiterado que una vez que el legislador ha previsto un concreto recurso contra deter-
minadas resoluciones judiciales, el derecho a disponer del citado recurso pasa a
formar parte del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE),
incorporándose o integrándose en él, lo que es coherente con el carácter de este
derecho fundamental como derecho de configuración legal (STC 115/2002, de 20
de mayo, F. 5; y 270/2005, de 24 de octubre, F. 3). Esta vertiente del art. 24.1 CE
no constituye en puridad un derecho del ciudadano a que se establezca un recurso
frente a las decisiones judiciales que le afecten, sino un derecho a que no se le prive
de los recursos previstos por el Ordenamiento jurídico (STC 69/2005, de 4 de abril,
F. 2)».



(3)  Como señala GARBERÍ LLOBREGAT, J: «Así, los jueces de primera instancia, al dictar sus sen-
tencias y sabedores de que un Tribunal superior podrá fiscalizarlas de arriba abajo en la vía de

de legalidad ordinaria, y no puede entenderse integrado dentro del art. 24.1 CE.
Desde luego, es indiscutible que no existe un derecho fundamental del ciudadano
expresamente contemplado en la Constitución que le permita recurrir una determi-
nada resolución judicial; pero tampoco existe norma que lo prohíba, ni se afirma en
ningún momento que la tutela judicial efectiva se ve satisfecha con una única reso-
lución judicial.

Con esto queremos señalar que perfectamente se podría haber sostenido por el
Tribunal Constitucional desde un principio —e incluso cabría que en un futuro
cambie su pétrea doctrina en este punto, por qué no— que el derecho a obtener una
tutela judicial efectiva que garantiza el art. 24.1 CE integra la posibilidad de plantear
una revisión de —al menos— la decisión que pone fin al proceso, con independen-
cia de que ésta se pronuncie o no sobre el fondo del asunto. Es decir, que el ciuda-
dano no tendría un derecho constitucional a recurrir cualquier decisión que los tri-
bunales adopten a lo largo del proceso, pero sí al menos la última que se dicte y que
resuelve la cuestión (o permite que no se pueda llegar a resolver). No hay ninguna
norma constitucional que impida esta interpretación, ni creemos que contradiga el
contenido esencial del art. 24.1 CE, sino más bien todo lo contrario.

Quizá esta cuestión no era particularmente importante en los primeros años de
funcionamiento del Tribunal Constitucional, porque la legislación establecía con
carácter general la recurribilidad de todas las resoluciones definitivas. Es decir, los
problemas se planteaban fundamentalmente en relación con el acceso a los recursos
extraordinarios, o en materia de recursos contra cuestiones incidentales, pero no
respecto de las sentencias y autos definitivos, cuyo recurso se presuponía. El pro-
blema surge en la época actual, donde el legislador tiene como objetivo disminuir
el número de asuntos pendientes ante los tribunales y una forma de lograrlo es
suprimir recursos y segundas instancias, como ha hecho en la Ley 37/2011, de 10
de octubre, de agilización procesal, con los juicios verbales que se tramitan por
razón de la cuantía cuando ésta no supera los 3.000 euros, a los que priva del recurso
de apelación (art. 455.1 LEC). Nada impide que esta tendencia se extienda a otros
procesos, y al final se termine generalizando una justicia de única instancia en
asuntos que el legislador considera poco importantes.

Si una sentencia dictada en primera instancia carece de control posterior por
parte de la jurisdicción ordinaria, porque no permite la ley que aquella sea recurrida;
y el acceso al Tribunal Constitucional está vedado, no sólo por su propia dinámica
de funcionamiento (tras la reforma de la LOTC de 2007, se inadmite a trámite el
99% de los recursos de amparo), sino también porque se considera que no existe un
derecho fundamental al recurso, resulta difícil evitar la arbitrariedad judicial, el error
patente o manifiesto, o la irrazonabilidad de la decisión (3). Una situación tal se podría
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(4)  

la apelación, se cuidarán de fundamentar debidamente sus decisiones, y se abstendrán de des-
lizar argumentos ajenos al debate o fruto de meras convicciones o caprichos personales. Por el
contrario, la experiencia enseña que un Juez que al dictar sentencia sabe que su decisión no va
a poder ser revisada por un Tribunal superior (cuando no exista recurso frente a la misma) o, al
menos, no en su integridad (cuando sólo puede interponerse contra ella un recurso extraor-
dinario), puede ceder a la tentación de incurrir en aquellos censurables vicios de enjuicia-
miento» («Auge, decadencia y actualidad del recurso de apelación civil», Diario La Ley, n.o 8275,
Sección Documento on-line, 20 de marzo de 2014).
Este autor propone que «el Tribunal Constitucional modificara su jurisprudencia con relación al
derecho fundamental a los recursos en el área civil, situándolo bajo la órbita, no del derecho a
la tutela efectiva del art. 24.1 CE (que deja libre al legislador ordinario para, si así lo decida,
suprimir o limitar los recursos que tenga por conveniente), sino bajo la cobertura del derecho a
un proceso con todas las garantías del art. 24.2 CE (que aseguraría al justiciable al menos un
recurso devolutivo, tal y como acontece en el ámbito procesal penal)» («Auge...», op. cit.).

perfectamente considerar como poco compatible con el derecho a obtener la tutela
judicial efectiva que consagra el art. 24.1 CE.

Es claro que la Constitución no puede garantizar que los tribunales acierten con
sus sentencias, ni que éstas sean siempre justas, pero sí puede asegurar al justiciable
que el sistema ha puesto los medios para conseguirlo. Y uno de ellos, e indispensa-
ble, es que toda resolución definitiva pueda ser revisada por un órgano distinto y
superior al que la ha dictado.

V. Ante las dificultades que plantea el que, después de tantos años, el Tribunal
Constitucional modifique su doctrina y considere el derecho a recurrir las resolu-
ciones definitivas como integrando el contenido esencial del derecho fundamental
a la tutela judicial efectiva contemplado en el art. 24.1 CE, GARBERÍ LLOBREGAT
propuso hace unos años una alternativa consistente en que aquel se considere como
formando parte del derecho fundamental a «un proceso con todas las garantías»,
reconocido en el art. 24.2 CE (4). Ahora bien, una vez más, lo que deba considerarse
como parte esencial de ese derecho lo debe definir el Tribunal Constitucional, y no
parece que vaya a considerar en un futuro el derecho al recurso como integrante del
derecho a un proceso con todas las garantías.

Además, en contra de esta interesante propuesta, está la equivalencia que existe
entre el derecho a un proceso con todas las garantías y el «derecho a un proceso
equitativo» del art. 6.1 del Convenio Europeo de Derechos Humanos (CEDH), que
nunca ha sido interpretado por el TEDH como englobando el derecho a un segundo
pronunciamiento judicial contra una sentencia dictada en primera instancia por un
tribunal civil. Es cierto que el art. 13 CEDH reconoce el derecho de «toda persona
cuyos derechos y libertades reconocidos en el presente Convenio hayan sido viola-
dos» a «la concesión de un recurso efectivo ante una instancia nacional», pero eso
quedaría suficientemente cubierto con la posibilidad que siempre existe, ante un
auto o sentencia firmes dictados en un proceso civil, de interponer un recurso de
amparo ante el Tribunal Constitucional.

Por otra parte, la reciente Ley Orgánica 5/2024, de 11 de noviembre, del Dere-
cho de Defensa, no menciona el derecho a la revisión de una decisión judicial defi-
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nitiva como formando parte del contenido esencial de ese derecho fundamental a
la defensa, contemplado en el art. 24.2 CE. Más bien todo lo contrario: el art. 3.4 de
la citada Ley señala que «en aras de la seguridad jurídica y del buen funcionamiento
del servicio público de Justicia, el legislador podrá condicionar el acceso a la juris-
dicción, a los medios de impugnación y a otros remedios de carácter jurisdiccional
al cumplimiento de plazos o requisitos de procedibilidad», lo que consolida la idea
de que el derecho al recurso es una cuestión de legalidad ordinaria, y no constitu-
cional.

VI. Del mismo modo que el Tribunal Constitucional ha rechazado que el art.
24.1 CE exija que las decisiones de Jueces y Magistrados puedan ser objeto de
recurso, no ha sucedido lo mismo con las provenientes de los Letrados de la Admi-
nistración de Justicia. Desde que la reforma operada por la Ley 13/2009, de 3 de
noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la Nueva
Oficina Judicial, les confirió a dichos profesionales la adopción de decisiones y la
asunción de trámites que hasta ese momento estaban reservados a Jueces y Magis-
trados, quedó planteada la cuestión de si era conforme al texto constitucional que
algunas de las resoluciones que aquellos acordaban solo pudieran ser recurridas en
reposición ante ellos mismos, y no en revisión ante el titular del órgano judicial. En
definitiva, se trataba de determinar si el derecho a obtener la tutela efectiva «de los
jueces y tribunales» del art. 24.1 CE, englobaba también a los Letrados de la Admi-
nistración de Justicia, de modo que las decisiones de éstos serían equiparables a las
dictadas por aquellos.

La respuesta a esta cuestión la encontramos en la STC núm. 58/2016, de 17 de
marzo, que declaró la nulidad del art. 102 bis.2 de la Ley 29/1998, de 13 de julio,
reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa; un precepto añadido por
la Ley 13/2009, de 3 de noviembre. El Tribunal Constitucional entendió que tal
artículo no era conforme con el art. 24.1 CE, al excluir de una revisión judicial
posterior el decreto que resolvía sobre el recurso presentado contra las diligencias
de ordenación dictadas por el Letrado de la Administración de Justicia. En esta sen-
tencia, aunque se acepta la constitucionalidad de la atribución de determinadas
competencias —antaño judiciales— a los Letrados de la Administración de Justicia,
no se considera conforme al texto constitucional el precepto que impedía al justi-
ciable recurrir ante el Juez una decisión tomada por aquellos. En concreto, como
señala el fundamento jurídico 4:
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«La clave de la cuestión planteada reside, por tanto, en determinar si la previsión
contenida en el primer párrafo del art. 102 bis.2 LJCA es compatible con el derecho
a la tutela judicial efectiva sin indefensión que garantiza el art. 24.1 CE y con el
principio de exclusividad de la potestad jurisdiccional, o principio de "reserva de
jurisdicción" (STC 181/2000, de 29 de junio, FJ 19), consagrado por el art. 117.3
CE —"El ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando
y haciendo ejecutar lo juzgado, corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribu-
nales determinados por las leyes, según las normas de competencia y procedimiento



Y la respuesta del Tribunal Constitucional es negativa, al entender que no puede
admitirse la constitucionalidad de una norma que impide que un Juez pueda con-
trolar la legalidad de la decisión adoptada por un Letrado de la Administración de
Justicia, cuando existe un derecho fundamental del ciudadano a que sea un Juez
quien le tutele no solo sus derechos sustantivos, sino también los procesales:

Por lo tanto, cualquier precepto de cualquier ley procesal que excluya la posi-
bilidad de recurrir en revisión ante el Juez una decisión del Letrado de la Adminis-
tración de Justicia (como, por ejemplo, el art. 562.1.1.º LEC en relación con el pro-
ceso de ejecución civil), hay que considerarlo contrario al art. 24.1 CE y, en conse-
cuencia, puede ser perfectamente ignorado, pudiendo el perjudicado interponer,
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que las mismas establezcan"— y derivado del principio de independencia judicial
garantizado por el art. 117.1 CE».

«El derecho fundamental garantizado por el art. 24.1 CE comporta que la tutela
de los derechos e intereses legítimos de los justiciables sea dispensada por los Jueces
y Tribunales, a quienes está constitucionalmente reservada en exclusividad el ejer-
cicio de la potestad jurisdiccional (art. 117.3 CE). Este axioma veda que el legislador
excluya de manera absoluta e incondicionada la posibilidad de recurso judicial con-
tra los decretos de los Letrados de la Administración de Justicia resolutorios de la
reposición, como acontece en el cuestionado párrafo primero del art. 102 bis.2 LJCA.

Entenderlo de otro modo supondría admitir la existencia de un sector de inmu-
nidad jurisdiccional, lo que no se compadece con el derecho a la tutela judicial
efectiva (así, STC 149/2000, de 1 de junio, FJ 3, para otro supuesto de exclusión de
recurso judicial) y conduce a privar al justiciable de su derecho a que la decisión
procesal del Letrado de la Administración de Justicia sea examinada y revisada por
quien está investido de jurisdicción (esto es, por el Juez o Tribunal), lo que consti-
tuiría una patente violación del derecho a la tutela judicial efectiva (SSTC 115/1999,
de 14 de junio, FJ 4, y 208/2015, de 5 de octubre, FJ 5).

En suma, el párrafo primero del art. 102 bis.2 LJCA, redactado por la Ley 13/2009
("Contra el decreto resolutivo de la reposición no se dará recurso alguno, sin per-
juicio de reproducir la cuestión al recurrir, si fuere procedente, la resolución defini-
tiva"), incurre en insalvable inconstitucionalidad al crear un espacio de inmunidad
jurisdiccional incompatible con el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva
y la reserva de jurisdicción a los Jueces y Tribunales integrantes del poder judicial. El
precepto cuestionado, en cuanto excluye del recurso judicial a determinados decre-
tos definitivos del Letrado de la Administración de Justicia (aquellos que resuelven
la reposición), cercena, como señala el ATC 163/2013, FJ 2, el derecho del justiciable
a someter a la decisión última del Juez o Tribunal, a quien compete de modo exclu-
sivo la potestad jurisdiccional, la resolución de una cuestión que atañe a sus derechos
e intereses y legítimos, pudiendo afectar incluso a otro derecho fundamental: a un
proceso sin dilaciones indebidas. Ello implica que tal exclusión deba reputarse lesiva
del derecho a la tutela judicial efectiva que a todos garantiza el art. 24.1 CE y del
principio de exclusividad de la potestad jurisdiccional (art. 117.3 CE)».



III.

(5)  Vid. PRIETO-CASTRO FERRÁNDIZ, L.: Manual de Derecho Procesal Civil, II, Primera parte,
Madrid, 1961, p. 155. A su juicio, lo que caracterizaba a un recurso era precisamente su efecto
devolutivo, es decir, que el asunto pasara a un tribunal superior. Las demás vías de impugnación
que no transmitían la competencia a otro tribunal eran simples remedios, pero no recursos.

por aplicación directa de la STC 58/2016, un recurso de revisión ante el Juez o
Tribunal.

La anterior conclusión se ve reforzada por la doctrina posterior del Tribunal
Constitucional. Así, la STC núm. 72/2018, de 21 de junio, reitera la doctrina sentada
por la STC núm. 58/2016, y declara inconstitucional, por vulnerar el art. 24.1 CE, el
art. 188.1 párrafo primero, de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la
jurisdicción social, que establecía que no cabía recurso contra el decreto resolutivo
del recurso de reposición presentado contra una resolución del Letrado de la Admi-
nistración de Justicia. Y lo mismo hacen la STC núm. 34/2019, de 14 de marzo,
respecto del art. 34.2 III LEC y art. 35.2 inciso «y tercero» del párrafo segundo y
párrafo cuarto LEC; la STC núm. 15/2020, de 28 de enero, respecto del art. 454 bis
1, párrafo primero LEC; y la STC núm. 151/2020, de 22 de octubre, art. 238 bis
LECrim.

Cumpliendo con esta exigencia del Tribunal Constitucional, el art. 103.83 del
Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre, ha modificado el art. 454 bis 1 LEC
para indicar ahora que «cabrá recurso de revisión ante el tribunal contra el decreto
resolutivo de la reposición».

CLASES DE RECURSO

I. Una vez establecido por la ley que una resolución puede ser recurrida, debe
decidirse a continuación cómo articular dicho recurso. Precisamente la clasificación
de los recursos se suele realizar atendiendo bien al sujeto que debe resolverlo (cri-
terio subjetivo), bien al contenido posible de dicho recurso (criterio objetivo), de
modo que, al tratarse de criterios diferentes entre sí, sus resultados pueden combi-
narse para caracterizar un recurso determinado.

II. Si el recurso ha de ser resuelto por el mismo sujeto que ha dictado la resolución
recurrida, estamos ante un recurso denominado no devolutivo (o a veces llamado
también horizontal). El origen del término se debe a que históricamente se entendía
que la capacidad de decidir de los órganos inferiores era delegada y, en consecuen-
cia, cuando se enviaba al superior vía de recurso, se estaba devolviendo la compe-
tencia a su titular originario. Algunos autores clásicos denominaban a esta vía de
impugnación «remedio procesal», y no «recurso», precisamente porque la correc-
ción se autorizaba realizarla al propio sujeto que había dictado la resolución recu-
rrida (5). Sin embargo, actualmente existe unanimidad doctrinal en hablar de recurso
para este caso, entre otras cosas, porque así lo afirma expresamente la LEC. En con-
creto, en nuestro proceso civil existe un único recurso no devolutivo, aplicable tanto

Eficacia procesal y recursos ordinarios y extraordinarios en el proceso civil

32



(6)  En la LEC de 1855 y en la de 1881, el recurso no devolutivo tenía una diferente denominación
según que la decisión que se recurría hubiera sido adoptada por un órgano unipersonal u otro
colegiado. En el primer caso, al recurso se le denominaba «de reposición», como actualmente;
y en el segundo, «de súplica». Así se mantiene, por ejemplo, en el proceso penal, donde existe
un recurso de reforma y otro de súplica, ambos no devolutivos y que se plantean en función de
si la resolución recurrida procede de un órgano unipersonal o colegiado. Sin embargo, dado
que la finalidad y la tramitación eran idénticos en ambos casos, la LEC de 2000 decidió englobar
los dos recursos en uno solo, al que denominó de reposición.

a la primera instancia, como a la segunda o la ejecución: el recurso de reposición,
regulado en los arts. 451 a 454 LEC (6).

Cuando se analiza este tipo de recursos no devolutivos, lo primero es justificar
su existencia: porque podría parecer absurdo, e incluso contrario a la economía
procesal, que se conceda legalmente un recurso que debe ser analizado y solventado
por el mismo sujeto cuya decisión se recurre; si éste ya ha decidido sobre una cues-
tión, incluso previo debate contradictorio de las partes al respecto, carece de sentido
volverle a plantear lo mismo para que, previsiblemente, se reafirme en su criterio.
Esta crítica no carece de fundamento, y hace que, en muchas ocasiones, como
sucede en la instrucción penal del procedimiento abreviado, este tipo de recursos
se configure como facultativo para el perjudicado. Sin embargo, podemos pensar en
otros supuestos donde un recurso de estas características puede resultar de utilidad:
por ejemplo, cuando la decisión no viene precedida de un debate entre las partes
y, en consecuencia, en el recurso se puede incluir argumentos que no fueron con-
siderados por el sujeto decisor; o cuando la resolución incurre en un error o una
omisión, que se ponen de manifiesto a través del recurso; o cuando el recurrente es
un sujeto que, por el motivo que sea, no ha participado en los trámites previos a la
decisión, y aporta un enfoque distinto que puede mover a un cambio en el sentido
de ésta.

Evidentemente, si ha existido un debate entre las partes que da lugar a una deci-
sión del Juez o del Letrado de la Administración de Justicia, y en el recurso no devo-
lutivo aquéllas se limitan a reproducir sus argumentos y peticiones, una para apoyar
la decisión adoptada, y otra para rebatirla, las posibilidades de éxito del recurso son
mínimas, y su exigencia una pérdida de tiempo. De ahí que el legislador deba quizá
diferenciar unos casos de otros y determinar cuándo tiene sentido la interposición
de un recurso no devolutivo, cuando podría plantearse simplemente como potesta-
tivo (si existe la posibilidad de un devolutivo posterior), y cuándo lo preferible sería
la inexistencia misma de recurso, sin perjuicio de la posibilidad de plantear cual-
quier motivo de ilegalidad en un momento o trámite posterior.

En relación con los recursos no devolutivos, conviene hacer referencia a una
cuestión que se ha vuelto relevante a partir de la reforma operada por la Ley 13/2009,
de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la
nueva Oficina judicial —ya citada— que, además de conferirles nuevas competen-
cias a los Letrados de la Administración de Justicia, generaliza el recurso de reposi-
ción contra diligencias y decretos no definitivos dictados por estos durante el trans-

Julio Banacloche Palao

33



curso del procedimiento. Como la articulación de todo el modelo de Nueva Oficina
Judicial se basa en la reproducción mimética del sistema anterior, del mismo modo
que las providencias y autos no definitivos del Juez eran —y son— recurribles en
reposición (recurso no devolutivo), lo mismo se ha entendido que debía suceder con
las diligencias de ordenación y los decretos no definitivos dictados por el Letrado
de la Administración de Justicia, que también son pues recurribles en reposición,
pero ante el citado Letrado (art. 451. 1 y 2 LEC).

En consecuencia, las resoluciones interlocutorias dictadas por el Letrado de la
Administración de Justicia en el proceso declarativo civil son susceptibles de ser
recurridas de forma no devolutiva a través del recurso de reposición. Ahora bien,
como ya se ha señalado, esa decisión del Letrado de la Administración de Justicia
puede ser a su vez controlada por el Juez a través de un recurso de revisión —esté
o no previsto expresamente en la norma—. Pues bien, tanto esa alegación como el
recurso de revisión (art. 454 bis 1 II y III LEC), hay que considerarlos como recursos
devolutivos porque, aunque la cuestión  se circunscribe  al  mismo  órgano  judicial
—que, tras la reforma operada por la LO. 1/2025, en el caso de los jueces que deciden
unipersonalmente dicho órgano será la plaza (por ejemplo, la plaza núm. 1 de la
Sección Civil del Tribunal de Instancia de Albacete—, sin embargo, la decisión del
medio de impugnación se atribuye a un sujeto superior —en esa competencia fun-
cional— y distinto al que ha dictado la resolución recurrida, que es lo propio de los
recursos devolutivos.

Por último, debe recordarse que haber hecho uso del recurso no devolutivo, es
decir, haber recurrido en reposición, resulta conditio sine qua non para poder repro-
ducir esa misma cuestión en un momento posterior o ante un tribunal superior (arts.
459 y 477.6 LEC para los recursos de apelación y casación por infracción procesal,
respectivamente). Esto obliga a que, desde una perspectiva estratégica, este recurso
deba plantearse por la parte procesal siempre que exista para ella el más mínimo
perjuicio, o incluso aunque solo se dé la duda acerca de la corrección legal de la
decisión. De lo contrario, se estaría cerrando la puerta a una impugnación posterior,
puesto que el sistema entiende que el litigante consiente un acto si no ha procedido
a su oportuna impugnación.

III. Cuando se prevé que el recurso sea resuelto por un sujeto distinto y jerár-
quicamente superior a aquél que ha dictado la resolución recurrida, estamos ante
un recurso devolutivo (a veces denominado vertical). En nuestro sistema procesal
civil tenemos cuatro recursos devolutivos: el de revisión —que, como se ha dicho,
al plantearse ante el Juez o Tribunal competente contra una decisión del Letrado de
la Administración de Justicia, ha de considerarse que tiene tal carácter— (art. 454
bis LEC); de apelación (arts. 455 a 467 LEC); de queja (arts. 494 y 495 LEC); y de
casación (arts. 477 a 489 LEC).

Hasta la entrada en vigor del Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio, también
existía el recurso extraordinario por infracción procesal (arts. 468 a 476 LEC, ahora
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sin contenido) y un recurso en interés de la ley (arts. 490 a 493 LEC, también sin
contenido, por más que el recurso que en ellos se regulaba nunca ha llegado a entrar
en funcionamiento), pero en la actualidad las impugnaciones por motivos procesales
se canalizan también a través del recurso de casación.

A diferencia de los recursos no devolutivos, los devolutivos se justifican fácil-
mente: ante una decisión que le resulta perjudicial, la parte afectada acude al órgano
superior a fin de que la revoque y bien la sustituya por otra distinta, bien devuelva
el asunto al primer sujeto a fin de que este dicte otra nueva respetando el criterio
fijado por el superior. En este segundo caso se dice que existe un reenvío, lo que
tiene, como todo, ventajas e inconvenientes: la principal ventaja es que garantiza
que habrá una nueva decisión que, a su vez, podrá ser recurrida, con lo que se
asegura el doble nivel decisorio; pero eso también supone un retraso en la toma de
decisión final, y el riesgo de que se produzca una espiral de decisiones y revoca-
ciones que pondría en riesgo el derecho a un proceso sin dilaciones injustificadas.
En consecuencia, corresponderá al legislador ponderar las circunstancias concretas
de cada situación, y configurar el recurso devolutivo con o sin reenvío.

El hecho de que una parte de la tramitación de un recurso devolutivo pueda
realizarse ante el propio sujeto que ha dictado la resolución recurrida (el llamado
órgano a quo), no afecta a su naturaleza de tal, por cuanto lo único relevante a esos
efectos es quién decide sobre el recurso (no quien lo tramita). Del mismo modo,
tampoco le haría perder su carácter de devolutivo el hecho de que la decisión la
tome un tribunal que no sea el inmediato superior en la escala jerárquica, sino uno
aún más elevado (como sucedía en la LEC de 1881 con la denominada casación
per saltum, que permitía acceder directamente desde la primera instancia a la casa-
ción); lo único importante es que sea distinto y superior.

IV. El segundo criterio clasificatorio se realiza tomando en consideración un
criterio objetivo: el motivo por el que se permite plantear el recurso. Desde ese punto
de vista, se denominan recursos ordinarios aquellos en que la impugnación puede
fundarse en cualquier motivo que las partes aleguen. Por el contrario, son extraor-
dinarios si sólo pueden basarse en aquellas circunstancias que expresamente la ley
indica, que son sobre lo único que el tribunal competente se puede pronunciar. En
este segundo caso no basta, pues, con que exista un gravamen para el recurrente
derivado de la resolución recurrida; debe concurrir además un motivo concreto por
el que la ley autoriza a plantear el recurso.

Indudablemente, el recurso ordinario facilita las posibilidades de impugnación,
y revela el deseo del legislador de que se depure cualquier vicio que la decisión
pudiera adolecer. Sin embargo, cuando se quiere evitar que únicamente determi-
nados defectos o quebrantamientos puedan ser corregidos a posteriori, se configura
el recurso como extraordinario. De ahí que esta categoría se reserve generalmente
a los recursos que se prevén para los últimos niveles de decisión: precisamente para
compatibilizar la posibilidad de impugnación con la economía procesal y el derecho
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(7)  GUASP DELGADO, J., entendía que mientras los recursos ordinarios ni exigían motivos para su
interposición, ni limitaban los poderes judiciales de quien los dirime en relación con los que
tuvo el órgano que dictó la resolución recurrida, los extraordinarios se caracterizaban por lo
contrario: «se exigen, para su interposición, motivos determinados y concretos (...) y el órgano
jurisdiccional no puede pronunciarse sobre la totalidad de la cuestión litigiosa, sino solamente
sobre aquellos sectores acotados de la misma que la índole del recurso establezca particular-
mente» (Derecho Procesal Civil, op. cit., p. 1325).

IV.

1.

a un proceso sin dilaciones indebidas, sólo se permite recurrir una resolución
cuando ésta tiene especial trascendencia (por resolver sobre el fondo y referirse a
asuntos de importancia bien por su cuantía bien por su materia) y se denuncian vicios
especialmente graves que deben necesariamente ser corregidos (7).

En nuestro sistema procesal civil de declaración, son ordinarios los recursos de
reposición, revisión, apelación y queja; y extraordinario, únicamente el recurso de
casación.

PRESUPUESTOS DE LOS RECURSOS: LA INCIDENCIA DE LA TASA JUDI-
CIAL Y DEL DEPÓSITO PARA RECURRIR

El pago de una tasa judicial para la interposición de recursos

I. La Ley 25/1986, de 24 de diciembre, procedió a la supresión de las tasas judi-
ciales, de modo que, después de su vigencia, podía presentarse cualquier escrito o
realizarse cualquier actuación ante los Tribunales en cualquiera de sus instancias
sin que hubiera que pagar cantidad alguna por tales hechos. Esta situación se man-
tuvo durante casi veinte años, hasta que el artículo 35 de la Ley 53/2002, de 30 de
diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, introdujo en
nuestro ordenamiento jurídico una nueva tasa, que tenía por objeto gravar la utili-
zación, por parte de determinadas entidades, del ejercicio de la potestad jurisdic-
cional en los órdenes jurisdiccionales civil y contencioso-administrativo.

La peculiaridad de esta normativa se encontraba en que solo gravaba a las gran-
des empresas, por lo que tanto las personas físicas como las pequeñas y medianas
empresas, quedaban exentas del pago de la tasa. Esto permitió que la reimplantación
de las tasas judiciales no solo no fuera objeto de crítica, sino que incluso resultara
alabado, al implicar que quien más usaba la justicia civil, tuviera que colaborar,
aunque fuera mínimamente, en sufragar una parte de su coste. Pero, por lo que aquí
interesa, el art. 35 de la citada Ley de 53/2002 imponía a las entidades que debían
de pagar la tasa el abono de la cantidad que en cada caso correspondiera (cantidad
que tenía una parte fija y otra variable, en función de la cuantía del pleito), si querían
que se procediera a la tramitación de su recurso de apelación, casación o extraor-
dinario por infracción procesal (apartado uno 1.b y apartado siete 2 del art. 35
citado).

Esta normativa fue sustituida por la Ley 10/2012, de 20 de noviembre, por la que
se regulan determinadas tasas en el ámbito de la Administración de Justicia y del
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(8)  En concreto, señala en su fallo que procede a: «3.º Declarar la inconstitucionalidad y nulidad
del art. 7, apartado 1, de la Ley 10/2012, de 20 de noviembre, en los siguientes incisos: "en el
orden jurisdiccional civil: ... apelación: 800 €; casación y extraordinario por infracción procesal:
1.200 €"; "en el orden jurisdiccional contencioso-administrativo: abreviado: 200 €; ordinario:
350 €; apelación: 800 €; casación: 1.200 €"; y "en el orden social: suplicación: 500 €; casación:
750 €"; con los efectos indicados en el anterior fundamento jurídico 15. 4.º Declarar la incons-
titucionalidad y nulidad del art. 7, apartado 2, de la Ley 10/2012, de 20 de noviembre, con los
efectos indicados en el anterior fundamento jurídico 15».

Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses (en adelante, LT), que proce-
dió a generalizar la tasa no solo en cuanto a los procesos donde resultaría exigible,
sino también a los sujetos que debían pagarla. Así, impuso que la abonaran todas
las personas físicas y jurídicas (aunque para las primeras se suprimió la exigencia
por el Real Decreto-Ley 1/2015, de 27 de febrero, de mecanismo de segunda opor-
tunidad, reducción de carga financiera y otras medidas de orden social), en todas
las jurisdicciones (salvo la penal), y en todas las instancias. Por lo tanto, en el ámbito
del proceso civil, cualquiera que quisiera presentar un recurso de apelación, extraor-
dinario por infracción procesal o casación tenía que pagar la correspondiente tasa
(que suponía 800 euros de fijo para el primero y 1.200 euros para los otros dos, más
la parte variable, que de ordinario era el 0,5% de la cuantía del pleito), so pena de
que no se tramitara su recurso (art. 8.2 II LT).

II. Las críticas que se formularon desde todos los sectores jurídicos a la nueva
regulación en materia de tasas fueron muy numerosas, y contra la Ley 10/2012 se
presentaron varios recursos y cuestiones de inconstitucionalidad, lo que dio lugar a
un primer pronunciamiento del Tribunal Constitucional sobre el tema, que dio al
traste con el modelo adoptado en 2010. En concreto, la STC núm. 140/2016, de 21
de julio, declaró inconstitucional y nulo el art. 7.1 LT en lo relativo precisamente al
pago de la cantidad fija de la tasa en materia de recursos, y el art. 7.2 LT en lo que
se refería a la cuantía variable (8), «por infringir el derecho fundamental de acceso a
la jurisdicción y al recurso (art. 24.1 CE), para personas jurídicas», pues «no se apre-
cia razón y justificación alguna que acredite que se haya tenido en cuenta que las
cuantías establecidas por el art. 7 de la Ley 10/2012, para la interposición de recur-
sos, se adecuen a una capacidad económica que no exceda de la que pueda poseer
una persona jurídica».

Esa sentencia se ha visto completada por otras posteriores (como la STC núm.
227/2016, de 22 de diciembre de 2016, que excluye a las personas físicas del pago
de cualquier tasa por interponer recursos civiles, cuando no fuera aplicable la modi-
ficación normativa de 2015), pero, en cualquier caso, desde la primera sentencia
queda claro que los litigantes no tienen que pagar tasa alguna por la interposición
de los recursos que quieran presentar, ni en relación con los no devolutivos —que
nunca dieron lugar al pago de la tasa— ni con los devolutivos, por lo que no hay
que insistir más en esta cuestión. Además, una vez sentada la doctrina constitucional
al respecto, se puede afirmar que en el futuro ninguna nueva ley podrá exigir una
tasa para recurrir, al menos sin proceder a explicar en qué medida la capacidad
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Conocer bien la regulación y el funcionamiento de los recursos resulta 
fundamental a la hora de afrontar una correcta estrategia procesal con 
relación a cualquier asunto. El modelo de impugnación diseñado por 

la LEC en el año 2000 se ha mantenido sin apenas modificaciones hasta la 
aparición de tres importantes reformas, que han alterado buena parte de su 
normativa: el Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio, que ha transformado 
el sistema de recursos extraordinarios, eliminando el de infracción procesal 
y sometiendo al de casación a importantes limitaciones; el Real Decreto-
ley 6/2023, de 19 de diciembre, que ha afectado sobre todo a la forma 
de interponer el recurso de apelación; y la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de 
enero, que modifica diversos aspectos de todos los recursos ordinarios. La 
presente obra analiza los problemas que se están suscitando respecto de 
cada uno de los recursos existentes en el proceso civil declarativo español 
(reposición, revisión, apelación, queja, casación), así como la relación 
que estos tienen con el incidente excepcional de nulidad de actuaciones 
y el recurso de amparo constitucional, e incorpora además la doctrina 
constitucional y la jurisprudencia más reciente y relevante sobre todas esas 
materias.




